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SENTENCIA NÚM  193 /2025. 
  
  
      En Madrid, a once de diciembre de dos mil veinticinco. 
       
     Vistos  por  el  Ilmo.  Sr.  D.  XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX, 
Magistrado del Juzgado Central de lo Contencioso 
Administrativo  nº  3,  los  autos  de  recurso  contencioso-
administrativo, Procedimiento Ordinario, número 23/2025, sobre 
subvención  habiendo  sido  parte  recurrente,  la  Diputación 
Provincial de Córdoba representada y defendida por el letrado 
del Servicio Jurídico Contencioso de la Diputación Provincial 
de Córdoba y parte demandada el Instituto para la 
Diversificación y Ahorro de Energía (IDAE), M.P representado y 
defendido por el Abogado del Estado. 
 

  
ANTECEDENTES DE HECHO 

  
  PRIMERO.-  La  parte  actora  interpuso  Recurso  Contencioso-
Administrativo ante el Decanato de los Juzgados Centrales de 
lo  Contencioso  Administrativo  el  día  14  de  abril  de  2025; 
turnado tuvo entrada en este Juzgado el día 15 de abril de 
2025.  



    

 

      Admitido a trámite, la parte actora formalizó demanda de 
Recurso Contencioso-Administrativo el día 3 de octubre de 2025 
y tras exponer los hechos y fundamentos jurídicos que estimó 
aplicables, terminó suplicando se dicte sentencia por la que, 
con estimación del mismo, acuerde anular, por no ajustadas a 
derecho, la resolución de 18 de febrero de 2025 del Consejo de 
Administración del Instituto para la Diversificación y Ahorro 
de Energía (IDAE), y la resolución de 2 de julio de 2024 del 
Director  General  del  IDAE,  declarando  el  derecho  de  la 
Diputación Provincial de Córdoba a la percepción íntegra de la 
ayuda concedida, por importe de 103.277,68 €,  y la condena en 
costas de la demandada. 
 
  SEGUNDO.- Se confirió traslado de la demanda a la 
Administración demandada, quién contestó mediante escrito de 
23 de octubre de 2025 interesando se dicte sentencia por la 
que  desestime  la  demanda  ya  que  la  Diputación  Provincial 
incumplió  las  normas  de  la  Ley  de  Contratos  del  Sector 
Público, fraccionando artificial e injustificadamente el 
objeto  del  único  contrato  que  debió  celebrarse  sin  que  la 
discrecionalidad  administrativa  ampare  tal  situación,  con 
imposición de costas a la parte recurrente.  
     
   TERCERO.– Por Decreto de 24 de octubre de 2025 se fijó la 
cuantía del recurso en 103.277,68 euros; por auto de 30 de 
octubre de 2025 se dispuso no haber lugar a recibir a prueba 
el presente recurso al constituir el expediente administrativo 
el objeto del presente recurso y continuar la tramitación del 
presente procedimiento;  por diligencia de ordenación de 18 de 
noviembre de 2025 “Visto el estado de las presentes 
actuaciones, habiéndose denegado el recibimiento del pleito a 
prueba al proponer las partes solo el expediente 
administrativo que constituye el objeto del presente 
procedimiento,  y  no  habiéndose  solicitado  por  las  partes 
celebración  de  vista  o  formulación  de  conclusiones,  dese 
cuenta  a  S.Sª.  para  que  declare  el  pleito  concluso  para 
sentencia o haga uso de las facultades a que se refieren los 
artículos  61.2  y  62.4  de  la  Ley  Jurisdiccional”  y  por 
Providencia  de  3  de  diciembre  de  2025  “no  considerándose 
necesario hacer uso de la facultad a que se refiere el art. 
61.2 de la LJCA, de conformidad con lo establecido en el art. 
64.4 de dicha Ley quedaron los autos conclusos y vistos para 
sentencia”, y por diligencia de fecha 11 de diciembre de 2025 
pasaron los autos a S.Sª para resolver. 
 
  CUARTO.-  En  la  tramitación  de  los  presentes  autos  se  han 
seguido todas las prescripciones legales. 
 
  



    

 

 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

  PRIMERO.- Constituye el objeto del presente recurso 
contencioso-administrativo la Resolución de 18 de febrero de 
2025, del Consejo de Administración de E.P.E Instituto para la 
Diversificación y Ahorro de Energía (IDAE), M.P. por la que se 
desestima íntegramente el recurso de alzada formulado por la 
DIPUTACIÓN DE CORDOBA contra la resolución de 2 de julio de 
2024, del Director General del IDAE, que revocó la concesión 
de la ayuda otorgada mediante Resolución de fecha 12/07/2019, 
por la que se concede la ayuda a DIPUTACION DE CÓRDOBA, al 
amparo y de conformidad con lo establecido en el Real Decreto 
616/2017, de 16 de junio, por el que se regula la concesión 
directa  de  subvenciones  a  proyectos  singulares  de  entidades 
locales que favorezcan el paso a una economía baja en carbono 
en  el  marco  del  Programa  Operativo  FEDER  de  Crecimiento 
Sostenible 2014-2020, modificado por el Real Decreto 
1516/2018, de 28 de diciembre, el Real Decreto 316/2019, de 26 
de abril y el Real Decreto 1185/2020, de 29 de diciembre. 
 

    SEGUNDO.-Alega la parte actora como motivos de impugnación 
de  la  resolución  recurrida  la  infracción  de  la  normativa 
reguladora  de  la  subvención  y  de  la  jurisprudencia  del 
Tribunal Supremo sobre reintegro de subvenciones. Teniendo en 
cuenta la normativa aplicable, Real Decreto 616/2017, de 16 de 
junio, por el que se regula la concesión directa de 
subvenciones a proyectos singulares de entidades locales que 
favorezcan el paso a una economía baja en carbono en el marco 
del Programa operativo FEDER de crecimiento sostenible 2014-
2020 (RD 616/2017), las subvenciones reguladas por este Real 
Decreto (de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6 de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, 
LGS),  se  rigen  por  las  normas  de  la  Unión  Europea  de 
aplicación, Reglamento (UE) n.º 1303/2013 del Parlamento y del 
Consejo, de 17 de diciembre de 2013 y Reglamento (UE, Euratom) 
2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio 
de 2018, sobre las normas financieras aplicables al 
presupuesto general de la Unión. En cuanto a la justificación 
de  la  realización  del  proyecto,  el  artículo  15.4  del  RD 
616/2017  y  en  cuanto  a  la  revocación  y  reintegro  de  la 
subvención, el art. 16. Invoca la STS, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sec.5ª de 4 de octubre de 2021, Rec 1652/2020 

No  se  ha  incumplido  ninguna  normativa  reguladora  de  la 
contratación pública que justifique la revocación. Ninguna de 
las condiciones impuestas en la resolución de concesión se ha 



    

 

incumplido.  Se  ha  realizado  la  actividad  que  fundamenta  la 
concesión de la ayuda en la forma y los plazos establecidos, 
se ha justificado ante el IDAE la realización de la actividad, 
así como el cumplimiento de los requisitos y condiciones que 
determinaron la concesión de la ayuda, aportando al momento de 
la justificación los indicadores de productividad aplicables a 
la  operación  y  se  han  cumplido  las  obligaciones  esenciales 
establecidas en el artículo 8 de la convocatoria de ayuda. El 
Instituto  IDEA  fundamenta  la  revocación  de  la  ayuda  en  la 
incorrecta  interpretación  de  la  normativa  de  contratación 
pública. 

   El Abogado del Estado defiende la adecuación a derecho de 
la resolución recurrida. Destaca que la Diputación Provincial 
de  Córdoba  consintió  las  bases  de  la  subvención,  que  son 
firmes y consentidas y que es perfectamente posible fiscalizar 
las actuaciones realizadas para dar cumplimiento al objeto de 
la  subvención  por  parte  de  su  beneficiaria  y,  en  su  caso, 
corregir financieramente o reintegrar la propia subvención. 

 Por  otra  parte,  la  subvención  directa  concedida  a  la 
Diputación Provincial de Córdoba por el IDAE se financió en 
parte  con  fondos  procedentes  del  presupuesto  de  la  Unión 
Europea  y  resulta  aplicable  directamente  el  Reglamento  (UE) 
n.º  1303/2013  y  la  Decisión  de  la  Comisión  Europea  C(2019) 
3452, de 14 de mayo de 2019. En relación con las 
irregularidades  cometidas  se  constató  por  la  Administración 
concedente  el  fraccionamiento  del  objeto  de  tres  contratos, 
resultando  injustificado  la  tramitación  de  tres  expedientes 
distintos. 

  TERCERO.-  Estamos  en  presencia  de  una  cuestión  netamente 
jurídica.  

  Sostiene  la  Diputación  de  Córdoba  que,  atendiendo  a  la 
normativa aplicable, ninguna de las condiciones impuestas en 
la resolución de concesión se ha incumplido. Se ha realizado 
la actividad que fundamenta la concesión de la ayuda en la 
forma  y  los  plazos  establecidos.  Se  ha  justificado  ante  el 
IDAE la realización de la actividad, así como el cumplimiento 
de los requisitos y condiciones que determinaron la concesión 
de  la  ayuda,  aportando  al  momento  de  la  justificación  los 
indicadores de productividad aplicables a la operación. Se han 
cumplido las obligaciones esenciales establecidas en el 
artículo  8  de  la  convocatoria  de  ayuda.  La  resolución  no 
establece de forma expresa el procedimiento de contratación a 
seguir para la adjudicación de las actuaciones remitiéndose al 
respecto a lo indicado en las bases reguladoras y a la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. 



    

 

 CUARTO.-  No se ha discutido por el IDAE el cumplimiento del 
objeto y finalidad de la subvención, los motivos de revocación 
de la ayuda se refieren únicamente a supuestos incumplimientos 
de  la  normativa  de  contratación  del  sector  público  (Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público). 
  Según IDAE se habrían producido dos “posibles 
irregularidades”: 
1. Falta de publicación del anuncio de licitación o 
adjudicación directa injustificada. 
2. Fraccionamiento artificial de los contratos de 
obra/servicios/suministros. 
  No ha existido incumplimiento alguno de la Ley de Contratos 
del Sector Público, porque no ha existido un fraccionamiento 
ilegal de la contratación: las distintas instalaciones 
fotovoltaicas incluidas en la ayuda concedida no forman parte 
de una misma “unidad funcional u operativa”. 
  Se recoge en la memoria técnica aportada por la Diputación a 
la convocatoria de ayudas (docs. 5.2 y 5.3 del índice), se 
trata  de  cinco  instalaciones  fotovoltaicas  conectadas  a  red 
para  autoconsumo  ubicadas  en  cinco  edificios  de  titularidad 
municipal, pertenecientes a tres municipios distintos (algunos 
de  ellos  distantes  geográficamente  entre  sí  más  de  105 
kilómetros), las que han dado lugar a tres contratos menores: 
A) En el municipio de “San Sebastián de los Ballesteros”: 
1) Una instalación de autoconsumo fotovoltaico instantáneo de 
8,04 kWp en el CEIP “Santo Tomás de Aquino”. 
2) Una instalación de autoconsumo fotovoltaico de 10,05 kWp 
con acumulación de 6,08 kWh en el edifico Hogar del 
Pensionista. 
B) En el municipio de “Montemayor”: 
1) Una instalación de autoconsumo fotovoltaico de 8,7 kWp con 
acumulación de 6,08 kWh en el edificio Centro de día. 
2) Una instalación de autoconsumo fotovoltaico instantáneo de 
5,94 kWp en el edificio Casa Cultura. 
C) En el municipio de “Villanueva de Córdoba”: 
1) Una instalación de autoconsumo fotovoltaico instantáneo de 
5,28 kWp en el edificio Mercado de Abasto o Mercado Municipal. 
 
   Se trata de instalaciones completamente independientes, que 
están asociadas cada una de ellas a un solo edificio y a su 
propio  punto  de  suministro  eléctrico  (CUPS),  tratándose  en 
todos los casos de la modalidad de autoconsumo individual, sin 
que esté previsto el autoconsumo colectivo entre los edificios 
implicados 
   El  hecho  de  agrupar  todas  las  actuaciones  en  un  mismo 
proyecto singular subvencionable es el de alcanzar la 
inversión mínima elegible, tal como establece y se permite en 
el apartado 5 del artículo 6 del texto refundido de las bases 
reguladoras, citado anteriormente. 



    

 

  Efectivamente, tal y como señala el Letrado de la Diputación 
Provincial de Córdoba existiría fraccionamiento del contrato 
en el caso de adjudicar de forma separada partes de una misma 
instalación fotovoltaica (paneles, estructura, inversor), pero 
de  ninguna  manera  cuando  se  están  contratando  instalaciones 
completas y funcionalmente independientes unas de otras. 
  El fraccionamiento del proyecto singular subvencionable en 
varios contratos no ha obedecido en modo alguno al intento de 
evitar la publicidad o modificar el procedimiento de 
adjudicación,  sino  para  separar  el  objeto  del  contrato  en 
unidades  funcionales  destinadas  a  un  mismo  fin,  que  es 
satisfacer las necesidades de un municipio concreto. 
  Se han realizado tres adjudicaciones, una para cada uno de 
los  municipios  incluidos  en  el  proyecto  (Montemayor,  San 
Sebastián de los Ballesteros y Villanueva de Córdoba). 
 
  QUINTO.-  Se  ha  seguido  por  la  Diputación  de  Córdoba  un 
procedimiento de contratación de los previstos en la LCSP. 
  Se ha aplicado dicho procedimiento de contratación de forma 
separada para cada una de las actuaciones independientes de 
las que constan la ayuda concedida (instalaciones 
fotovoltaicas en cada municipio). 
    El tipo de contrato a tramitar en cada caso se define como 
contrato de obra, según la definición del artículo 13 de la 
LCSP,  y  dado  que  el  valor  estimado  para  cada  una  de  las 
actuaciones  a  ejecutar  era  inferior  a  40.000  euros,  era 
perfectamente posible desde un punto de vista legal tramitar 
las actuaciones por el procedimiento del contrato menor, en 
aplicación de lo establecido en el artículo 118 de la LCSP. 
   Como se acredita en el expediente (docs. 5.5, 5.10 y 5.15), 
en  los  expedientes  de  contratación  que  ha  tramitado  la 
Diputación  se  ha  definido  para  cada  uno  de  ellos,  en  la 
correspondiente orden de inicio de expediente, el objeto del 
contrato, siendo la finalidad a satisfacer reducir el consumo 
energético de cada uno de los municipios, ya que precisamente 
esa es la finalidad de las ayudas concedidas. 
 
  No se trata del mismo objeto ni lo motiva la misma causa, 
como se afirma en la resolución. Las distintas partes de la 
prestación sí son susceptibles de aprovechamiento por 
separado, porque no forman una unidad funcional entre ellas, 
como también afirma, de forma errónea, la resolución. 
  La Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la 
Contratación, en la Instrucción 1/2019, de 28 de febrero de 
2019, tomada por el IDAE como fundamento de la revocación de 
la ayuda, señala que “no existirá fraccionamiento en el caso 
de prestaciones contratadas separadamente que sirven un mismo 
objetivo o necesidad, pero que de manera individualizada no 



    

 

sufre  menoscabo  en  su  ejecución,  conservando  su  sentido 
técnico o económico, pudiéndose ejecutar separadamente” 
  El deber de integrar en un mismo procedimiento dos o más 
prestaciones  no  viene  impuesta  porque  nos  encontremos  ante 
prestaciones  similares  o  de  idéntica  naturaleza  sino  porque 
las  mismas  configuren  una  unidad  operativa  o  funcional,  de 
manera  que  exijan  un  tratamiento  unitario  como  elementos 
inseparables  e  imprescindibles  para  el  logro  de  una  misma 
finalidad. 
  Si  el  objeto  de  dos  o  más  contratos  es  semejante,  pero 
independientes entre sí, no hay razón para considerar 
imposible  ni  fraudulenta  su  tramitación  separada,  si  las 
prestaciones de dichos contratos son independientes entre sí y 
es  perfectamente  posible  no  sólo  contratarlas  por  separado, 
sino incluso su explotación en forma también independiente. 
 
  SEXTO.- La financiación del contrato no puede determinar su 
licitación de una u otra forma, sino que ha de atenderse a la 
unidad funcional, material y temporal del objeto del contrato 
para precisar si estamos ante uno o varios contratos 
independientes entre sí.   
  No  existe  incumplimiento  de  las  normas  aplicables  a  la 
contratación  pública,  y  no  es  aplicable  lo  dispuesto  en  la 
Decisión de la Comisión Europea C(2019) 3452, de 14 de mayo de 
2019. Consiguientemente, no procede la corrección financiera 
del 100% relativa a la falta de publicación del anuncio de 
licitación  o  adjudicación  directa  injustificada,  por  cuanto 
los procedimientos seguidos en los expedientes de contratación 
por  contrato  menor  de  las  actuaciones  se  han  realizado 
conforme a lo establecido en el artículo 118 LCSP. 
  Respecto a la cuestión del fraccionamiento artificial de los 
contratos de obra, queda justificado que es conforme a derecho 
la contratación por separado de distintas actuaciones de un 
mismo  proyecto  singular,  al  haberse  acreditado  que  son 
independientes entre sí. 
  
   SEPTIMO.-  De  conformidad  con  el  artículo  139  de  la  Ley 
Jurisdiccional  procede  imponer  las  costas  del  recurso  a  la 
parte demandada al haber sido desestimadas sus pretensiones. 
  
    Vistos los preceptos legales citados y demás de general y 
pertinente aplicación 
    
                       
                       FALLO 

 
    Estimo  el  recurso  contencioso  administrativo  interpuesto 
por  la  Diputación  Provincial  de  Córdoba  representada  y 
defendida por el Letrado del Servicio Jurídico Contencioso de 



    

 

la Diputación Provincial de Córdoba, frente a las resoluciones  
que se reseñan en el fundamento de derecho primero de esta 
sentencia  y  declaro  que  las  mismas  no  son  ajustadas  y 
conformes a derecho, anulándolas,  declarando el derecho de la 
Diputación Provincial de Córdoba a la percepción íntegra de la 
ayuda concedida, por importe de 103.277,68 € con imposición de 
costas a la parte demandada. 

    Contra esta sentencia cabe recurso de apelación en ambos 
efectos, que puede interponer en el plazo de QUINCE DÍAS en 
este Juzgado, para ante la Sala de lo Contencioso 
Administrativo de la Audiencia Nacional. 
 
   Así  por  esta  sentencia,  en  nombre  de  SM  el  Rey,  la 
pronuncio, mando y firmo. 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 
sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 
que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 
las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 
víctimas o perjudicados, cuando proceda. Los datos personales incluidos en esta resolución no 
podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a las leyes. 
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